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AL EXCELENTISIMO SENOR PRESIDENTE y A LOS DEMAS JUECES DE

LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS:
,

TENGO EL AGRADO DE DIRIGIRME A V,E. EN NOMBRE

Y REPRESENTACIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA PARA SUSTENTAR

LAS EXCEPCIONES INTERPUESTAS.

LAS EXCEPCIONES QUE LA REPÚBLICA ARGENTINA

PRESENTÓ CON FECHA 17 DE JUNIO DE 1999 SON LAS DE
,i

INCOMPETENCIA RATIONE TEMPORIS DE LA CORTE PARA CONOCER DE

LOS HECHOS DE LA DEMANDA POR SER ANTERIORES AL 5 DE

SEPTIEMBRE DE 1984 Y DE LAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE ESOS
,'.-

HECHOS DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 62,2. DE LA

CONVENCIÓN Y DE INCOMPETENCIA RATIONE PERSONAE DE LA CORTE,

POR FALTA DE SUJECIÓN A LA NOCIÓN DE VÍCTIMA DE CONFORMIDAD

CON EL ARTÍCULO 1.2. DE LA CONVENCIÓN .

- I - ,
INTRODUCCION

1. De conformidad con 10 ordenado por la Corte

en su Resolución del 23 de abril de 2001 en este caso la

República Argentina presénta, en adelante, sus alegaciones

con relación a sus excepciones preliminares y a la contes­

tación que a su respecto presentó la Comisión con fecha 26

de agosto de 1999.

2. La República Argentina desea manifestar de

modo preliminar su convicción en el sentido de que las ex­

cepciones oportunamente deducidas son, individualmente con-
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sideradas, cada una suficiente para determinar la inadmisi ­

bilidad de la demanda por incompetencia de la Honorcible

Corte .

3. Es por ello que, en esta instancia , y fren ­

te a los argumentos de hecho y de derecho invocados por la

Comisión en su contestación a las excepciones preliminares

de fecha 26 de agosto de 1 999 la República Argentina mani­

fiesta que , c onforme se demostrará a la Co r t e en adelante ,

n inguno de los fundamentos de la Comisión tiene entidad y/o

solidez suficiente para desvirtuar la posición de la Repú­

blica Ar ge n t i n a en c uanto a seña l ar a l a Corte su incompe­

t e n cia en es t e caso en razón de l tiemp o y de la pe r s ona .

. ".
4. Ello por cuanto:

a) La exposición de hechos del caso traído a

de la Honorable Corte en la demanda de la Co-

misión concierne eventualmente a actos de la Dirección Ge­

neral de Rentas de la Provincia de Sant iago del Es tero que

tuvieron lugar en momentos en que la Convención Americana

sobre Derechos Humanos no se encontraba e n vigor y , e n con ­

secuencia , la República Argentina n o había r econocido la

jur isdicc i ón de la Hono r a bl e Cor t e I n t e ramericana de Dere­

chos Human os.

b ) Los a c t o s de la Dirección General de Re ntas

de la Provincia de Santiago del Es t e r o habrían generado ­

según l o expuesto en la demanda de la Comisión- perjuicios

económicos en un grupo de empresas - e n t i é nd a s e, personas

.jurídicas- que s on sujetos de derecho diferenciados de un

supuesto accionista c omo el Sr . Cantos, quien , por otra

parte, n i siquiera ha acreditado tal cal idad. Es más , nunc a
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ha a creditado q ue o s t e nte la representación de las personas

j u r ídicas mencion a d a s e n l a demanda .

Ell o pone en evidencia la int ención d e la Co ­

m.í s'L ón de s ometer a la j urisd icc i ón d e l a Honorable Cor te

eventuales perjuicio s habidos respecto d e personas jurídi­

ca s o i deale s, n o d e pe'rs ona s físicas o indi viduales c ua l

es el a l c anc e de l artícul o 1 .2 . d e la Convención .

5 . Siguiendo, para la exposición y el trata­

mi ent o d e l as c uestion es q ue es t a r epresenta ción desea

h ace r escuc har a la Hon ora ble Corte en e sta aud ienci a , todo

aquello q ue contes t a r a la Comi s ión a la República Argentina

en su presentación de f e cha 26 de a gosto de 1 999 , se c on­

signan a con t i n uación e sta s cons i d e r aciones de hec h o, de

derecho y ~obre e l mé r ito d e las prue b a s opor t u n ame n te

ofr eci d a s por l as part e s.

- 1 1 -
PRIMERA EXCEPCION PRELIMINAR : LA EXCEPCIÓN RATIONE PERSONAE

• ••
POR FALTA DE SUJECION A LA NOCION DE VICTIMA DE CONFORMIDAD

• •
CON EL ARTICULO 1. 2 DE LA CONVENCION.

6 . Respecto de la excepció n rat ione p e r s onae

i n t erpues ta p o r e s t a rep rese ntación estatal , la Comisión s e

pronunció por su rechazo e n mérito a un dobl e o r d e n de ra-

z ones.

En e l p unto al d e l a pági n a 3 de s u escrito

s ostien e que l a excepci ón oportunament e deducida poi l a Re ­

públ i ca Argentina debía s er re c hazad a p o r la Corte en vir­

tud de que el Estado no h abría ob j e tad o la admisibilidad de

es te caso e n su oportu n idad procesal y po r e l lo e staría,
precluído s u de recho .

4
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En el punto b ) del mismo esc rito s ostiene l a

Comi s ión que l os derechos en cuest i ón son del señor Cantos
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Los argumentos de la Comisión en cuanto a la preclusión del

derecho para oponer excepciones.

7 . Ta l aserto l o · efectúa c on cita de lo que

serian para la Comisión l os principios gene r a l e s del Dere­

c ho Interna cio nal y l a p r á c tica de tribunal e s internaciona ­

l es , como la Corte Europea , que refieren a l a aplicabilidad

d e l a doctrina de los p r op i os act os o e l estoppel .

8 . Y, en particular , p r e t end i e ndo hacer dar

c uen t a a l a Honorable Corte de que el Estado a rgentino

habria con sen t i d o , tácitamente , la legitimación activa del

s e ñ o r Can t os, e n ra zón de ha be r ace ptado c ome n za r negocia­

ciones con la victima y sus r epresentantes para l l e g a r a

una solución amistosa del cas o.
•

La improcedencia de tales argumentaciones .

al La excepción fue temporáneamente interpuesta.

9 . En primer término , e l Estado Argentino des ­

e a ma n i f e s t a r a la Honorable Corte qu e la e xce pc ión ratione

personae f ue temporáneamente int e r p ue s t a

1 0 . Las ob j ecione s formuladas por la Comis i ón
. . .

Interamericana de Derechos Humanos referida a la temporali -

dad de l a s e xcepciones opuesta s , tiene su j u stificación en

que . .. la Comi s ión consid era que de acuerdo c on los p ríncí -
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pios generales del Derecho Internacional y la práctica en

l os tribunales internacionales y nacionales l a s objeciones

s obre la admisibilidad, la c ompetencia y el agotamiento de

l os recursos internos p or regla general, deben ser op ue s t a s

in l i min e l i t is . En e l p r e sen te c a so , d urante todo el trá -
•

mi te pre visto e n l os artículos 48 al 50 de la Convención

Americana .. . el Estado nun ca presentó ninguna excepción a

la c ompetencia rationaepersone de la Comisión para consi­

derar la denuncia presentada p or e l Señor Ca n tos e n rela ­

c ión a s us derechos human os . .. "

De ello deriva la Comi s ión que el Estado Argentino

aceptó tácita e irrevocablemente que el Señor Cantos tiene

legitimación activa para actuar ante el sistema interameri ­

c a no de protec ción de los Derechos Humanos .

11. Ello no es así por cuanto de una lectura armónica

de l os Reglamentos de la Comisión Interamericana y de la

Corte I n t e r ame r i c a na surge que la ". .' ' .' excepción que prevé

el ·Re g l a me n t o de la Comi s ión interamericana, a los efectos

del procedimiento de admisibilidad, es la de agotamiento de

l os recursos de la jurisdicción interna, aplicando al res­

pecto l o principios del derecho internacional generalmente

reconocidos (a r t í c ul o 31 de l Reglamento de la Comisión In­

teramericana de Derechos Humanos).

12. Por l o tanto y s i e ndo que el trámite d el procedi ­

miento por ante la Comisión , se desarrolla como una etapa

previa donde el Es tado puede .,:,.. . . . . . .. deducir l a e x c e p ­

ción de " falta de agotamiento de los recursos internos", no

resulta aplicable el c r i t e r io limitativo de l os derechos de

defensa elaborado por la Comisión; debe recordarse que , in-

6
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dependientemente de dicha excepción la que tiene por fin

únicamente la evaluación del agotamiento de los recursos

i n t e r no s del Es t a d o parte , resul t a v iable la i nterpo s ición

de excepciones en los términos del Reglamento de la Gorte

Interamericana .
,

1 3 . La excepción de agotamiento de l o s recur­

s o s internos e s esen cia lmente disponible por los estados y ,

hace a la admisibilidad de la denuncia por parte de la Co ­

misión. Todo el lo c onduce a considerar que debe tener un

t ratamiento diferenciado de las o t r a s excepciones que un

estado pueda interponer ante l a Corte Interamericana .

14 . De no caber esta interpretación , s~ vaciaría

de c ontenido la previsión del artículo 36 del Reglamento de

la Corte Interamericana de Derechos Humanos p or e l que las

excepciones preliminares sólo podrán ser op ue s t a s dentro de

los dos meses ' siguientes a l a notificación d e la d emanda

(e l destacado me pertenece) .

15 . Es p o r ello que l as s e n t e nc i a s de excep-
r, - • preliminares la Comi s i ón cita de, Clones que en apoyo su po-l •, '

, .,
re fieren e x c l u s i va me n te l a ' . de falta •SlClon se a excepcl.on ,

r;
L

r
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r
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',' " '
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.,,>

de agotamiento de los recursos internos .

Una excepción , se insiste , con una naturaleza distinta

de la aquí p l a n t e a d a p or l a Repúbli ca Argentina .

La diferenciación resulta clara y ella es reconocida

pacíficamente p or la jurisprudencia de la Co r t e , e n el caso

de l a Comun i d a d Mayagna (SUMO) Awas Tingni , Sentenci a del

Ira de febrero de 2000 , donde la Corte expuso que:

" . . . en efecto de l os principios de derecho internacio­

nal generalmente reconocidos, a l os cuales se refiere la

7
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de p e ndie nte me nte de dicha e xcepción l a que t iene por fin

únicamente la evaluación del agotamiento de los recursos

internos del Estado parte , resulta viable la interpos ición

de excepciones en los términos del Reglamento de la Gorte

Int e r ame ri can a .
•

13. La excepción de agotamiento de l os recur­

sos 'i n t e r n o s es esencialmente disponible por . los estados y,

ha c e a l a a dmi s i b il idad de l a den uncia por p a r t e de la Co ­

misión. Todo ello conduce a considerar que debe tener un

tratamiento diferenciado d e las otras excepciones que un

estado pueda interponer ante la Corte Interamericana.

14 . De no caber esta interpretación, se vaciaría

de c ontenid¿ l a previsión d e l artículo 3 6 del Reglamento de

la Corte Interamericana de Derechos Humanos por el que l as

e x c e pcion e s preliminares sólo p odrán s er opues tas dentro de

l os dos meses siguientes a la notificación de la demanda

(e l destacado me pertenece) .

15 . Es por ello que las s e n t e n c i a s de e xcep ­

ciones preliminares que la Comisión c i t a en apoyo de su po­

sición se refieren exclusivamente a la excepción de falta

de agotamiento de l os recursos internos.

Una excepción , se i n s i s t e, con una naturaleza d istinta

de la a q u í p lanteada por la República Argentina .

La diferenciación resulta c l a r a y el la es reconocida

pacíficamente por la jurisprudencia de la Cor t e , en el caso
. - i,

de l a Comunidad Mayagna (SUMO ) Awas Tingni , Sentencia 'de l

lro de febrero de 2000 , donde l a Corte expuso que :

" .. . en efecto de los principios de derecho internacio ­

na l generalmente rec onocidos, a los c ua l e s se refiere l a

7
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regla del agotamiento de l o s recurs os internos, resulta, en

primer lugar, que e l Estado demandado pue de r enunciar en

f orma expresa o táci ta la invocación d e e s a r egla ... 1.a ·

excepción da no agotamiento de 1.0s recursos internos -p ara "

ser oportuna debe plantearse en l as primeras etapas del
•

•
procedimiento, a falta d e l o c ual s e presume la r enuncia

tácita a valerse de la mi sma p or parte del Es tado intere­

sado (Ca s o Ca s t i l lo Páez, Excepciones preliminares .,. Cas o

Loayza Tamayo , Excep ciones Prteliminares . .. Ca s o Ca s t i l lo

Petruzzi, Excepci ones preliminares ... "

Concl uyendo que resulta esa exc epción, y n o o t r a , la

única que d ebe -a c r i t e r io d e la Corte interponerse e n la

instancia del procedimiento a nte la Comisión-, l a j ustifi­

c ación e s oQv i a , s e t r ata d e u n r equisi t o qu e por su natu­

raleza p osee c a r a c t e rí s t ica s renunciables para l os Estados

partes y es por e llo que la Co r te ha entendid o que la re­

nuncia puede presumirse pa ra e l supuesto d e n o invo cación
,
•

de la excepción en las primeras fa ses del procedimip~to 'por

a nte l a Comi s ión (caso Viviana Gallard o y otr o s · .:ci s ión

del 3 de n oviembre de 1 981, parr 2 6 , caso Velásquez Rodrí­

guez , s e n tenci a del 26 de junio d e 1 987, párra f o 8 8 , y

a bundante jurisprudencia p osterior ) .

El esquema procedimiental es claro y no puede alegarse

s u d esc on ocimien t o, e xiste una instancia de na turaleza a d ­

minis trativ a por ante la Comi s ión , dicha instancia en su

e t a p a de admisibilidad permite que e l Estad o involucrado

o ponga una excepción pre via, l a que s e limita al a nál i s i s

del agotamiento de l os recursos internos; p osteriormente y

a b ierto e l pro c e s o contencioso por ante la Co r t e Interame­

r i c a n a el Estado puede opon e r las excepciones que en dere­

c ho c orrespondan en el plazo legal establecido, n o encon-

8
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trándose limitado en modo alguno al tipo de excepción a

op o ne r y a los planteas realizados oportunamente por ante

la Comi s ión .

-
16. Por o t r a parte no puede entenderse en modo alguno

que las excepciones i n t erpu e s t a s p o r e l Es tado Argentino lo

hayan s ido extemporáneamente , menos aún cuando se a s i e n t a n.,,
en los principios básicos q ue sustentan el actuar dé la

Corte Interamericana de Derechos Humanos .
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17. Tiene dicho la Corte, que : ... Debe la Cor­

te, sin embargo , puntualizar que no existe razón alguna pa­

ra q ue l a Comi s ión no de estricto cumplimi e nto a la s normas

procesales p orque, c omo l o ha dicho ya y l o reitera ahora,
";.

es verdad que el objeto y fin d e la Convención no puede sa ­

crificarse al procedimiento pero éste, · e n aras de la segu ­

ridad juridica obliga a la Comisión (Caso Caballero Delgado

y Santana Serie C 1 7 parrafo 5 2) .

De convalidarse el cri t eri o sustentado por l a

Comis ión , en lo que a l a interposición de excepciones se

refiere, se inhibiría a la Republica Argentina de poder

desplegar las defensas que hacen a su derecho. Ello alegan­

do un extremo rigorísmo f ormal que , más allá de la i mproce ­

dencia concreta en el caso , c omo se acaba de desarrollar ,

deriva en un indudable cercenamiento del derecho de defensa

del Es tado argentino .

. Sobre e l particular , r e c u é r de s e una vez más lo

dícho en e l caso Ve lásquez Rodríguez: La Cor t e tiene en

c ue n t a , en primer lugar, que, en la jurisdi cción interna ­

c i on a l la inobserv ancia de ciertas fo r mal i da de s no siempre

e s relevante, pues lo esencial es que se preserven las con -

•
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diciones necesar2as para que l os derechos procesales d e las

, partes n o sean disminuidos o des equilibrados , y para que s e

alca n c e n l os fi nes p a r a los c ua l es han sido di s e ñ ado s lo s
•

distintos pro cedimientos.

•
b) No existen actos propios del Estado argentino en el sen-

"

tido de renunciar tácitamente a la interposición de la ex-
, .

~cJ.on.

18 . El Gobierno Argentino desea manifesta r en­

fáticamente que no se h a verificado p or su parte acto ante ­

r i or pro p i o alguno dur a n t e su actuació n en el proceso ante

l a Comi s ión I n t e rameric a n a q ue permit a i n f e rir una r enu n cia

tácita a deduc i r l a incompetenci a ratione pe r sonae de esa

Ho n o r a b l e Corte en un e ventual proceso contencioso poste­

rl.or .

1 9 . El argumento de la Comi s ión , según el c u a l

l a República Argentina al haber recibido para su con s i d e r a ­

ción la propuesta de s olución amistosa , implicó un c onsen­

timiento de la legitimación de Cantos para actuar ante la

Ho n o r a b l e Corte , es absolutamente infundado .

20 . Ni n g u n a conducta pre c e d e n t e hub o por parte

del Gobierno a rgentino durante e l trámite ante l a Comisión

que permita aplicar la d octrina d e los a c t o s propios.

y ello queda plenamente a creditado a través de

l as con sta n c i a s de ese t r á mi t e .

2 1 . A raíz de la propuesta de s olución amisto­

sa planteada en una audiencia celebrada el 6 de octubre de

1 997 , e l Gobierno argentino manifestó a l a Comi s ión , a tra -

.,

"f ,
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nec esa r i os, p od r ía pres entar l a respue sta a

para l o cual sol icitó un pe riodo de sesenta

d e su representante, la entonces Emba jadora Rega zzoli ,

recién c u a nd o se encontrare munido de todos los eleme n-

..ves

que

t o s d e j uicio

lo planteado,

días .

22 . Esos e lementos de j u icio s o n aquellos re ­

c a b a dos e n dis tintas repa r t icion e s con c ompe tencia para el

caso de l a Repúb lica Argent ina (vgr . e l Ministerio de J us­

ticia , la Pro curaci ón Genera l de la Nación y la Procu ración

de l Tesoro de la Nación) , y que l a Cancil lería argentina

giró a l a Comis i ón I n t e r ame r i c ana con fecha 8 de octubre de

1 9 97. En t odas e l l a s , l o s organismos con s u l tado s coi n c i d ie­

r o n u nánimemente en rechazar cualquier propues ta de s olu-

23 . Con t od o s esos a ntecedentes es que el ' Go­

b iern o a r gentin o se p r onunci ó a n t e l a Comis ión a t r avés de l

facsími l también de fecha 8 de octubre de 1 997 e n el que

manifestó que ...NO RESULTA POSIBLE ACCEDER A LA PROPUE S TA DE

SOLUCIÓN AMISTOSA FORMULADA EN LA AUDI ENCI A CELEBRADA EL

DIA 6 DE OCTUBRE DE 1 99 7 .

24. Es de l caso r e cord a r que l a i nv ocación de

l a doctrina de los a c tos propios requiere que una de l as

partes h aya p odido l egíti mamente presumir una cierta c on ­

d ucta por parte d e la otra , l o que no ha suc edi d o e n este

caso, siendo que l a s r egla s de pro c edimiento habilitan ex­

presame nte a p l ant e ar excepcione s has ta un c ierto mome nto y

nada auto r izaba a presumir que se había renunciado a tal

derecho .
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25 . La int erp r e t a ción d e la Comis ión en c uanto

a la oport uni dad de oponer de f e ns a s i mpli c a r ía u na desnatu­

ralización del s i s t e ma interamericano de protección de los

d erechos humanos, p o r d e sincentivar las posi b i l ida d e s , de
•

r e s o luc i ó n a mi s tosa y - a fectar e l t e n o r d e l o s trámite s 'p o r

ante l a Comisi ó n , c uya a c t u a c ión p a s ar í a a se r de índo le

c ontencio sa.

2 6 . Ello por c uan to una r esol ucíón e n el sen­

t ido qu e l a Comi s ión propon e p odría conducir en e l fu turo a

q ue l o s e s tados partes as umieran u na pos ición mas d e f e n s iva

en p erjuicio del funcionamiento del sistema inte ramericano

de protección

..
2 7 . La Comisión i nten ta , sin é xito , fundar su

i n v o c a ción d e l a d octrin a d e l o s a ctos p r op ios c on antece­

dente s juris prudenciales s egún l os c u a l e s l as ob j e c i o nes a

la competen cia, entre o t r a s , deben deducirse . - p o r regla g e ­

neral- durante l a s e t apa s p re l i mi n a r e s d e un proc eso.

28 . El pro c e d i mi ento d e s p legado a nte la Comi ­

sión e s s u s t a ncia l me n t e diverso. Tiene una naturaleza, un

objeto y un fin específicos -centrados t odos 8110 s en el

propósito inves tigar al Estad o d e n un c i a d o a fin de c omp r o ­

b a r s i exi s ten e leme n t os que permi tan deter mi nar la v iol a ­

c i ón d e un de r ech o .

2 9 . En este e s c e n a r i o , la consideración de una

propuesta d e s olución amis tos a , está en l a e sencia de e s e

pro c e dimiento.

De apl icar l a doc trina d e l o s a c t o s propio s

c omo l o p r etende la Comis i ón , s e des natu r a liza ría todo el
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• esp íri t u que informa .e l t r á mi t e pre vio y se trans f ormarí a

t odo el procedimiento s in más , en con t e n c i os o .

Es t o t ampoco r e si s t e el a ná li s is de s d e que l o

q ue ' los e s t a dos r e c o no c e n, a t od o e ve n to , e s la j u risdi c ­

c ión cont e ncios a d e la Cor t e Inte ramericana . A c ontrario

sensu , lo que a c ontece previamente no es l i t i g i o s o y por

e n d e no pueden serIe aplicados los principios c o n t radicto­

rios del cont e ncioso .

Las argumentaciones de la Comisión en cuanto a la persona .

30 . La Comi s ión sostuvo que l o s derechos que

e stán en cues t ión en el pre sente cas o s on l os de una vícti­

ma i ndivid ua l.

31 . Intenta a val a r e s te r a z ona mi e n t o indic and o

que el caso del señor Cant os sería distinto d e l os casos

me ncionados . por e l Es t a d o argent ino e n s u escri to de exc ep­

c i o nes preliminares , p or lo que e s a jur isp rudencia n o r e ­

s u l t a r í a aplica b le .

La improcedencia de la argumentación de la Comisión .

32 . Al r especto d e sea e s ta parte ma n ifes t a r

que:

a ) En 1 9 97, al con s i d e ra r la presentación

efectuada por Tabacale r a Boquerón SAo c ontra la República

d e l Pa r aguay , l a Comisión reite r ó su p rác t i ca e n e l caso

Ba n c o d e l Perú y agregó:

Al r e s p e c t o , l os accionistas de Taba ca lera Bo ­

querón S . A . señalan q ue han s i do ví ctimas d e un atentado

con t r a su derecho de propiedad, el c ua l s e encuentra pro te -
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gido p or la Co n v e nción e n el articul o 2 1 . Al r especto y

previ o a un análisis más detallado de l os dere chos alegados

en particular, cabe señalar que la Convención en el arti cu­

l o mencionado enmarca la protec ción del d erecho de propie ­

dad a l a persona indi v i d ual, habi endo d icho la Comi s i ón que

en el sistema interamericano, el derecho a l a propiedad es

un derech o persona l y la Comisión tiene a tribuciones p ara

proteger l o s dere chos de un individuo cuya propiedad es

c onfiscada, pero n o t i ene jurisdi c ción s obre l os derechos

de personas jurídica s , ta les como c ompañía s o , c omo en este

caso instituciones b a n c a r i as .

Si bien e s cierto .que en el p r e s e n t e caso n o

estamos f rente a una institución bancaria, no es menos

cierto que ambas s on s o c i e d a des anón i ma s , v ale decir perso­

n a s jurídi c as, y e n e l ca s o e n c ue s t ión , la directamente

afectada c on la s resoluciones judiciales fue s i empr e Taba­

calera Boquerón S. A. quien sufriera un perj uicio pa trimo­

nial; en l o s juicios internos jamás se señal ó a los accio­

nistas como víct i ma s de v iol aci ó n a l g un a a sus derechos,

p o r l o q ue al i gua l q ue e n e l ca so y a c i tado , l o q ue está

en d i s c u s i ó n n o s on l os d erechos individuales d e propiedad

de l os a ccionistas sino l os derechos comerciales y patrimo-
';

niales d e Tabacalera Boquerón S . A. la que n o se encuentra

amparada p or la jurisdicci ón de la Comi s i ón Interamericana

de , De r echos Humano s .

b) Al declarar l a inadmisibilidad de la peti ­

ción presentada por Mevopal S .A., la Comisión I nteramerica­

na s ostuvo que :

... d e a cuerdo a l s egundo párrafo de la n orma

transcripta (artícul o 1) , l a p e r sona pro tegida p or la Con ­

venc ión - es "todo s e r humano ", en inglés ."e very human beíng"

14
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y en fran c és "tout etre h umai n " . Por el l o la Comisión c on­

sidera que la Conve n c ión otorga s u protección a l a s pe r so­

nas f ísicas o natu rales, excluyendo de su ámbi to de aplica­

c ión a las personas j urídicas o ideales por cuanto estas

s on fi c ciones j urídicas sin existencia real en el orden ma­

t e r i al . Esta i n t e r p r e t aci ón s e c o n f i rma al v e r i f icar el

verdadero significado que s e le atribuye a la frase ~perso­

na es todo se humano" con el text o del Preámbulo de la Con­

vención , el c ua l recono ce que los derechos esenciales del

h ombre tienen c omo fundament o l os a tributos de la persona

humana y reitera la necesidad de crear c ondici ones que per­

mitan a cada persona realizar el ide a l del ser humano li­

bre , exento del temor y la mi s eria. ,

c) En este punto c abe recordar la dist:Lnta
,

personalidad jurídica de las personas jurídicas o compañías

o s ociedades de sus accionistas. Parece c l a r o que en una

mayoría de casos , s on' pe r s onas físi cas las propietarias de

personas de existencia ideal, mas ello n o autoriza a con­

fundir l os derechos de l as unas y de la otra. Recuérdese

aquí la jurisprudencia de la Cor t e Internaciona l de Justi ­

c i a en el " cas o Barcelona Traction , Light & Power ,

Co .Inc . , q ue ya fue citada, en s u parte pe r t i nent e en el es ­

c r i t o de Excepciones Preliminares deducidas p o r el Gobierno

Argentino .

d) Recuérdes e c ómo en el caso Agrotexim, e l

Tribuna l Europeo de Derechos Humanos , ante la ausencia de

la c ondición de víctima, n o entró a cons í der a r las limita­

c i o ne s en función del tiempo de su propia c omp e t e nc ia .

33 . En cuanto a l os casos Tabacalera Boquerón ,

Banco de l Perú y Mevopal S .A . , respecto de l os cuales la

Comisión plantea c omo sustancial diferencia con el presente

"
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caso el hecho de que esas empresas habrían sido las que

agotaron l o s r ecursos ínternos, s e señala que esa diferen-

cia existe e n el prese nte. ,
s. '

34 . Es cierto que quien agotó el recurso in­

terno es el Seño r José María Cantos , t oda vez que fue é l

quien inició , un proces o jurisdic ciona l de instancia única ,

en razón de su d iferenciada ve cindad (alegó vivir en la Ca­

pita l Federal y no en Santiago del Estero) por ante la Cor­

te Sup r ema de J us t i c i a de la Nación.

Pero t a mbi é n l o es que l os r e clamos efectuados

l o fueron al s ólo efecto de ob t e ner una reparación económi­

ca de naturaleza mercantil para las personas jurídicas a

que hace mención en s u demanda (v . punto 4 del escrito de

demanda arrte" la CSJN)

La situación traída a con s i d e r ación por la Co­

misión tiene como antecedente fácti co fundamental un su­

puesto secues tro d e docume n t a c ión perteneciente a ciertas

person a s jurídica s y n o a l Sr . Cantos.

Así, . para ilustración de esta Honorable Corte

se detallan las distintas a cciones intentadas p or el denun­

c i a n t e , d e l o que sur ge p a l ma r i ame n t e la pro c edencia de la

excepción r atione personae op o r t un a me n t e i nterpuesta.

35. Eran tales personas jurídicas:

a)Las t í t u l a r e s d e la documentación .

b }Las que iniciaron la acción de amparo e n

marzo de 1972. (Rumbo S.A., Ca n ro z S.A.. Miguel Angel Can­

tos S.A. y José María Cantos S.R .L .).

c) Las que inicia r on l a a cció n penal con tra el

S r . Peña (Miguel Angel Ca n t os S .A . C.I.F. ) .
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d) Las que supuestamente sufrieron la casi to­

talidad' del exorbitante dañ02 cuantificado por la reclama­

ción administrativa interpuesta por el Sr . Ca n tos , l o cual

s u r g e claramente de la ampliación del reclamo de "fecha

23 /05/1974, y de la petición de fecha 26/04 /1976 , la cual

se formula, alegadamente , por José Maria Cantos , por dere­

cho propio y en representación de Rumbo S .A ., Canroz S .A .,

Miguel Angel Cantos S.A . y José Maria Cantos S.R.L.

e ) Las titula res, con s e cue n t e me nte , de l os de ­

rech os que se reconocen en el supuesto Con v enio de fe cha 1 5

de julio de 1982, eran las sociedades referidas y asi surge

de su texto , según el cual se reconocen supuestos daños a

favor d e Rumbo S. A., Can roz S.A . J o s é Maria Cantos S. R.L . y

Miguel Angel Ca n t o s S.A. y J osé Maria Cantos .
,o.

f) Las titulares de los daños y perjuicios que

invoca el Sr. Cantos en la acción iniciada p or ante la Cor-

d e J u sti c i a de la Naci ón , instancia en la q ue

se decide c on t r a su petición , entre otras co­

la falta de legitimación del Señor Cantos para

1 De las reclamaciones administrativas surge que se imputan aproximadamente $4.000.000 sobre

$ 130.000.000 de reclamo (ver folio 10 del anexo 13 de la demanda) a daños sufridos por el Señor Cantos

en persona como consecuencia de los remates de bienes propios que habría otorgado en garantía por

ciertas deudas de las sociedades.

2 Se hace notar por ejemplo que: i) pese a supuestamente no contar con la documentación, las reclama­

ciones administrativas precisan montos correspondientes a "documentos a cobrar", "cheques" y deudas,

en "cuenta corriente"., ii) se cuantifica como parte del daño a los pasivos de la sociedades como la deuda

con Lucerna, Cork S.A. y otras financieras, iii ] se incluyen acciones del NuevoBanco de Santiago del

Estero, pese a que según la Ley de Entidades Financieras vigente en tal época se trataba de títulos nomi­

nativos CHEQUEAR., iv) jamás se invoca haber intentado el procedimiento de cancelación de tltulos

que preveía y aún prevé el Código de Comercio (art. 746) y la legislación cambiaria ante la pérdida o

sustracción de títulos valores nominativos o al portador.
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reclamar p or derecho propio un daño alegadamente s u f r i d o s

por c i e r t a s s ociedades .

g ) Qu ienes en las propias palabras de la Comi ­

sión (pá g i n a 4de la demanda ) sufr ieron el "perjuicio-eco ­

nómic o reclamado" ahora a titulo personal por el Sr . Can­

tos , "por la imposibil idad absoluta de operaci ón , ejecuci ón

y oponibilidad a n te t erceros por parte de las emp r e s a s men­

c ion a d a s , las que s e encontraron en un estado de indefen ­

sión p ues , p or una parte , resultó imposible l a r eal i z a c i ó n ­

de l os activos consistente en una e norme masa d e b ienes y

de c r é d itos contra terceros . . . y po r otra parte , se t uv o

que soportar, sin p osibil i d a d de defens a a lguna , ejecucio­

nes judiciale s por obl igacion e s ya cancela das,,3.

•
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¡
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36 . Al re s p e c t o, llama l a atención l a i ns i s ­

tencia , pese a la indub i t a b l e documental que a c omp a ñ a l a

comis ión , que fue e l Sr. Cantos el que inició c iertas ac­

ciones que , en real idad, fueron p lanteadas por las socieda­

des a n t es referidas.

Es que , l a Comisión , parec e n o a d v e rt i r ! que

pese a que quien agotó la instancia interna (demanda ante

la Cor t e) f ue el Se ñ o r Cantos , su plante o n o t u v o ni pudo

haber tenido una r e s p u e s t a acorde a sus peticiones en el

ámbito n a c i onal, porque , entre o t r a s r a z ones r elevantes ,

estaba rec lamando a lgo que n o ten ía derecho a r e cl ama r c omo

derecho

trataba , en su c aso , de reclamos que debie-

,.-

,
,

ron s e r real izados

glo , se i nsiste, a

por

l o s

c iertas personas jurídicas con arre-
-

antecedentes de l caso , a la supuest a

r.L. ,

t
l·· ,

r•
~
l .

J Ver asimismo los puntos 140 y siguientes de las observaciones de las Observaciones de la Comisión a
la contestación de demanda por la República Argentina.
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instancia administrativa y los términos del convenio de fe­

cha 15 de julio de 1982.

Lo dicho, en base al universal reconocimien­

tode la personalidad jurídica de las sociedades comercia­

les, la cual es distinta de la de sus socios, y a la cir­

cunstancia de que ni s i.qui.e r a el Señor Cantos acreditó la

representación de los referidos entes o, cuanto menos, aun­

que fuera insuficiente, la titularidad de participacíones

sociales en éstos.'

En este sentido, sabido y aceptado es qué la

Honorable Corte carece de jurisdicción para entender en

planteas traídos a su conocimiento por personas jurídicas.

Ahora, sería muy fácil burlar los límites de

la jurisdicción de la Honorable Corte, y distorsivo de las

loables metgs y objetivos del Sistema Interamericano de De­

rechos Humanos, si tan significativa barrera subjetiva pu­

diera ser superada por el simple trámite de invocar en ca­

beza de personas físicas, agravios que, de existir, afecta­

ron a personas jurídicas.

Máxime, cuando se reconoce, como en este caso,

la falta de identidad subjetiva entre el reclamante y los

titulares de derechos económicos y políticos en tales entes

ideales. Esto último es manifiesto según surge que:

a) En el derecho argentino a la época de los

hechos -e incluso hoy en día- estaban prohibidas las socie­

dades (anónimas y de responsabílidad limitada) de un solo
,

SOCl.o.

4 Ni siquiera invoca el Sr. Cantos haber iniciado el procedimiento de cancelación de títulos aplicable a la
pérdida, sustracción o destrucción de títulos accionarios que dispone y disponía en ese entonces los artí­
culos 746 y coucordantes del Código de Comercio,
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Rumbo S.A. y Ca n- Roz S.A. y tan s ólo eran titulares del 48 %

paquete accionario d e Ma rta Inés S .A'. Es d e c i r , que, i n­

c luso , el ale gad o carácte r d e p r incipa l a c c i onista era c om­

partido por alguien q ue no fue peticionante e n las ínstan­

c i a s internas (Te resa Con s u e lo Sancierra ) ni, evidentemen­

te, en la presente .. (ver Denuncia criminal formulada en fe­

cha 2 9/ 12/ 1 972 por el Dr . Neme en representación de José

Ma ría Cantos y Teresa Consue lo Sancierra d e Ca ntos c on t r a

Lu cerna S . A, Co r k S.A., Morgan Sudamericana y Ca r los Alber­

t o Jensen. Anexo 10 d e la d emanda) .

tar c on al meno s 10 socios a l a é poca de l os he chos (art.

31 8 i n c. 1 del Códi go d e Come rcio ) .
•

c) Ello también surge de la causa que se tra-

mitó p or ante la Corte Sup rema de J ustici a ( f s . 321 a fs.

351 del incidente sobre 'c ump l i mi e n t o de contrato y escritu­

ración) en d onde constan los datos r e l a t i vos a los actos

c onstitutiv o s de las distintas s ociedades del denominado

Grupo Ca ntos y s e v e r if ica l a e xis tencia d e al menos 10 a c­

c ioni s t a s e n c a d a una d e e llas.

d ) De la propia d o cumental traída a este caso

p or la Comisión surge qu e los señores J osé María Cantos y

la Sra. Teresa Consuelo Sancierra eran los "principales

accionistas" (n o los ú n i cos) de J os é Maria Cantos S.R.L.,
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b ) Es
,

mas, las s ociedades a nón i mas d e b í a n con-

[ ,

... .:,:

r
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¡ [ ,

;J , i. ,

r..-

3 7 . En cuanto a la demanda ante la CSJ N se re-

c l a ma por hechos que atañen o involucran a empresas en cuya

propiedad habría participad o el señor Cant os.

3 8 . La Honorab le Cor t e d e be atender a que de l

propio escrito de iniciación de demanda ante l a Corte Su­

prema de Justicia de la Nación o b r a n t e a fojas 120/135 del
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e x pedi e n te N° C- I099 a l que s e hac e referencia a con t inua ­

c ión , result a que :

a ) J osé Marí a Cant o s s e presen t ó en ej e r cicio

de 'su propio derec ho (ver e l e ncabe z a miento ) , p e r o e n l a

exposición de hecho s 'c o n t e n i d a en e s e mi smo e s c rito , i nvocó

ser titular d e un c onjunto de empresas, lo que habría c on­

ducido a un desequilibrio financiero d e las e mpre s a s rese­

ñadas . Y que,

b) Cantos d enunció en e l e scrito de d emanda en

r ese ña la i nterpos ici ón d e u n r e c u rs o de amparo a n ombre de

las s ociedad es Migue l Angel Ca n tos , Rumbo S. A., Marta Iné s

S . A . y José María Ca n tos S .R . L .

Asimismo, manifestó haber puesto en c onoci­

mient o del entonces Ministro del Interior este hecho, in-
..; .

f ormándole que tal recurso s e planteó ... e n defensa de la s

emp resa s Cantos .

39 . Finalmente, y para d i s i par t oda d ud a sobre

l a p roc e den c i a de la excepción interpuesta s e ilustra a la

Honorable Corte lo resuelto por la Co r t e Suprema de Justi­

c i a d e la Nac i ón en cuanto a la falta de legitimación acti­

va d e Cantos .

En es e s ent ido , ha c oncl u i do e l Alto Tribunal de

la Re púb l ica Argentina que d e la presenta ción del accionan­

te, se indica que s o n las empresas y no éste las legitima­

das como titulares del derecho invocad o p a r a demandar.

Receptó en esta instancia e l principio rector se­

gún e l cual l a s s ociedades tienen como sujetos de derecho
¡

una per sonal i dad distinta a las de s u s integrantes indivi-

dua les .

Así, d e spre nde q u e Cant o s n o es titular de l a re­

lación jurídica sustancial e n que bas ó su pretensión y r e -
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de falta de legit imación para obra r .
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III
LA COMPETENCIA RATIONE MATERIA DE

DEFIENDE

Los argumentos de la Comisión.

•LA CORTE QUE LA COMISION
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40 . La Comisión considera q ue el debate p lan­

teado p or e l Es t a d o Argent i no debe ser desv i ncu lado de la

de t e r mi n a c ión de l a competenci a ratione tempori s de la Cor ­

te en el ca s o concre to.

41 . Según l a Comisión , la Declaración America­

n a se h a aplicado a fi n de complementar las obLí.q a c.í.one s

establecidas en l o s artículos 8 y 25 de la Convención en

referencia a l a protección de un juicio justo .

42. Frente a lo sostenido por el Es t a d o argen­

tino e n cuanto a que l a Corte no tiene facu ltades para

aplicar la Declaración Americana de Derechos y Deberes del

Hombre en un caso bajo su jurisdicción , la Comi s ión ha con­

testado que:

a) La Corte está habil i t ada para aplicar ins­

trumentos diferentes a la Convención Americana en ejercicio

de su jurisdicción contenciosa, en la medida que aquellos

obliguen a l Estado , y

b) En e l caso Cantos l a aplicabi l idad de l a

Declaración Americana tiene por objeto complementar y pre ­

c i sar las obligacion e s establecida s e n los artícu los 8 y 25

de la Convención e n r efe r e ncia al acc e s o a u n j uic i o j usto ;

•
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así como especificar una de las garantías para la protec­

ción de los derechos, como es el derecho de petición, reco­

nocido autónomamente en la Declaración.

•

La Corte tiene una competencia contenciosa exclusiva en re-

lación con la Convención'Americana.

43. La República Argentina desea reiterar que

esa Honorable Corte tiene una competencia contenciosa sobre

casos relativos a la interpretación y aplicación de la Con­

vención Americana sobre Derechos Humanos prevista en el ar­

tículo 62.1 de la Convención Americana, competencia que re­

sulta confirmada de la lectura de su Estatuto (vtg. Artícu­

lo 2. 1 . ) .

44. Por su parte, la propia Corte ha delimita­

do su competencia del ámbito del de la Comisión Interameri-

cana.

45. Ello, a más de la propia doctrina de esta

Honorable Corte, con fundamento en lo que numerosos autores

postulan al respecto.

Así Daniel O Donne11 s eñaLa que: A diferencia

de la Comisión, la Corte no tiene otras funciones que las

que se desprenden de la Convención y que a diferencia de la

Comisión, entonces la Corte no tiene competencia para cono­

cer denuncias contra Estados que no son partes en la Con­

vención Americana. Tampoco tiene competencia para pronun­

ciarse sobre violaciones de la Declaración Americana u

otros instrumentos de derechos humanos, aún cuando sean co­

metidas por Estados Partes en la Convención y dichas viola-
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ciones sean conexas con violaciones de ésta (O'Donnell, Da­

niel PROTECCIÓN INTERNACI ONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS , Li­

ma , Comisión Andina de Juristas/Instituto Interamericano de

Derechos Humanos/Fundación Friedrich Neumann, p. 477 Y 480

respectivamente) .
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46. No cabe fundar el ejercicio de jurisdic­

ción de esa Honorable Cor t e en c u e s t ion e s íntimamente rela­

cionadas c on el ejercicio de su competencia p or la Comi s i ó n

ya que, corno se ha dicho, ambas s on diferentes. La norma

que habilita ciertas c ompetencias de la Comi s ión ra tione

materiae - r e s p e c t o de la Declaración Americana de Derechos

y Debe r es de l HOmbre- y ratione p e r s on ae - r e spe c t o de Es ­

tados que n o son parte en la Convención- , no habilita la

misma c ompetencia para la Corte.

Lo expuesto ha sido rec onocido por los propios

letr ados d e l aquí peticionario, cuando señalaron que La Co­

misión Americana apli ca las disposiciones d e la De c l a r a c ión

Ameri cana para aquellos Estados miembros de la OEA que n o

son partes del Pacto de San José de Costa Rica y los dere­

chos recono cidos en esta con v en c ión , para l os Estados que

la han ratificado, reconociendo su comp e t e n c i a (Albanese ,

Susana , Promoci ón y Pr o t e c ción Inte r n a cio na l de los Dere­

chos Humanos, Ed . La Rocca, Buenos Aires , 1992, pág. 159) .

47. Cabe entonces con c lui r , que la Corte care­

ce de compet e ncia c ontenciosa en c u e s t i on e s en las cuales

la Comisión es c omp e t e nte . Esto es , que la c ompetencia de

la Comisión sobre ciertas cuestiones no implica ni habilita

la competencia de la Co r t e .
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48. El Gobi erno de la Repúbl ica Argentina e n­

t iende q ue los ejemp los qu e l a Comi s ión menc iona en e l 11 1

de las ob s ervacione s a l a s e xce pciones , en c uan t o s on p r e ­

sent ados como a n t e cede ntes pa r a f undar la jurisdic ción d e

la Corte no son apl i c ables a l c aso en e s tud i o n i c o nvalidan
•la c ompetencia d e la Co r te (ve r c a so Nro. 66 CI DH Las Pal-

meras, febrero de 2 .000) .

49. De l o d icho se desprende que n o c a be en la

compe t e n c i a con t e n c ios a de la Corte entender en una c a u s a

contra un estado p a r t e e n la Convención que haya a ceptado

su j urisdicción sino por los derechos protegidos en dicha

Convenc ión . Este supuesto solo e s concebible e n la medida

en que la Convención se encuentre en vigor para ese estado
,

en el momento de los hechos generadores de la demanda .

No puede, e n con s e cu e n c i a , derivarse o b l i ga ­

c ión interna c i onal alguna a l os fines de l a atribución de

la responsabilidad de un e s t a do sino del instrumento por el

que tal obli ga ción se contrae. Y en el caso, la República

Argentina manifestó su cons e nt imi e n to e n ob l i ga r se por la

Conve nc ión I n t eramericana sob r e Derechos Humanos y a ceptó
.

l a jurisdi c c i ón de e s a Ho norable Co r t e e l 14 de agos to

1 984, comp romiso que dev ino efectivo el 5 de septiembre

.1 98 4 con el dep ós i to del i nstr ume nto de r atifiación en

Secre t a r í a Gene r al de la Or gan i zaci ón de Estados America -,
no s .

I V
•

LA EXCEPCION RATIONE TEMPORIS

•
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50 . La Comisi6n presenta en su escrito de con­

testación una variedad de argumentos de he ch o y de derecho

que considera conduce ntes a fin de que l a Honor able Corte

rechace la excepción rat i one temporis opuesta por la Repú­

blica Argentina.

Por motivos' que hacen a una mejor exposición

ante la Honorable Cor t e , l a República Argentina desea co-:

menzar · a examinar y rebatir l os argumentos de hecho plan­

teados por la Comisión sobre la excepción que se encuentra

baj o comentario.

No existen hechos generadores de responsabilidad con poste­

rioridad a la ratificación por parte de la República Argen­

tina de la Convención Americana de Derechos Humanos . 1n-
••

existencia de una violación continuada de derechos .

51. En primer t érmino , controvierte la Comi ­

s ión la afirmación de la República Argentina en cuanto a

que no existe ningún hecho aut ónomo de r e s pon s ab i l i da d in­

ternacional c on posterioridad a septiembre de 1984 .

Para la Comisión, la demanda ante la Corte Su­

prema argentina representa un caso de hecho generador de

ta l respons a bi l i dad i nternaciona l , independ i e nte y con

princip io de ejecución pos t e r i or al 5 de s eptiembre de

1984 .

52.. A continuación, indica que e n la demanda
1

se acredi t an violaciones c ontinuadas que se i n i c i a r on arites

de la entrada en vi go r de la ~onvención Ameri cana de Dere ­

chos Humanos para la República Argentina.
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En este sentido , señala la Comis ión los si ­

guientes eventos a los que asigna e l carácter de vio lación

continuada :

a) l a inefectividad del recurso de amparo de

1972 ;

b) el supuesto retraso en el trámite de los

recursos promovidos sobre los eventuales d a ñ os y perjui-
•C10S;

c) e l e v e n t ual i ncumplimiento del convenio de

1982 y l a sentenci a de la Corte Sup r ema que recha z ó la de­

mand a .

53 . Par a asi sos t e n e r su p o s i ción, la Comi s i ó n

con t r ov i e rte l o mani fe stado por la República en c uant o a la

ine x i s t encia de v iol ación cont i n u a d a de derechos y argume n ­

ta , con c ita en casos materialmen t e distintos de l p resent e

que a pesar de todos l o s recursos ejercidos d urante todos

estos años e n p rocura de la reparación de sus derechos vio­

l a dos, é stos no le han sido resti t uidos, y por l o tanto se

ha vis to impedido de ejercer el uso y goce de sus bienes

hasta el dia de hoy, en l o que constituye una c lara situa­

c ión c on tinua de v iolación a sus dere chos fundamentales.

54 . Asimi smo , y para s ostener la competenci a

ratione temporis de la Hon orable Corte , desconoce la Comi ­

sión lo manifestado por e s t e estado soberano cuando recono-
o

ció l a competencia d e la Comisión y la Corte I n t e r ameribana

en los siguientes t é r min o s : .. . por tiempo indefi nido y bajo

condición de estricta r e cip r oc i dad, sobre l o s casos relati­

vos a l a interpretación o apl icación de la c i t ada Conven­

ción , c on la rese rva parcial y t eniendo en cuenta l a s de-

27
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claraciones interpretativas que se consignan en e l documen ­

t o anexo . Se deja constancia, asimismo, que l a s obligacio ­

nes contraídas en v irtud de la Convención só~o tendrán
, , .

efectos con re~ación a hechos acaecidos con posterioridad a

~aratificación de~ mencionado instrumento (el destacado me
,

pertenece) .

El ' t e x t o en cita ca rece de la l axitud q ue pre­

tende l a Hono r a ble Comisión asignarle . Por e l contrario , de

su sola l e c tur a surge palmaria 'l a contundencia d e l a s razo­

n e s qu e a s i s t e n a la República Argentina.

56 . Si n embargo , y en punto a la alegada v io­

lación continuada de derechos con que Comisión intenta

cuestionar lo mani fe s tado por e l Estado argentino en su

oportun idad , es de l caso repl icar t a l e s argumentaciones en

esta instancia.

55 . En cons onanci a con l o e x p uesto, desea esta

representación es t a t a l r ei t e rar lo oportun a ment e manifesta­

do respecto ,d e l a ap l i c a c i ón al caso d el pr i ncipio de irre­

troact i v idad del de recho e n gene r a l y de la Convención Ame ­

ricana , e n part icula r , t odo ello con base e n l o d ispuesto

por e l articulo 28 de l a Convención de Viena .

Las causa les en las que l a norma antes citada

funda l a irretroactividad son: que el acto o hecho haya te­

nido lugar con anterioridad a la fecha de entrada en vigor

del t ratado y que en esa fecha de entrada haya dejado de

,- ,
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•espeC1.e ,se verifican en l a

parte en forma reiterada.

Ambos r e qu i s i t o s

h a sostenido esta

existir .

c o n f o rme l o
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De s e a advertir el Estado Argentino que , en

tanto la Comisión se permitió hacer una serie de observa­

ciones , todas relacionadas con e l fondo de es te caso , e llo

obliga a esta parte a expedirse al respecto. .
.¡

. .
57. Previo ' a c o ns i de r a r , situación por situa­

ción , lo que la Honorable Comisión considera violación con­

tinuada de de r e ch os, es de l caso manife star que l os p r e c e ­

dentes por ella traídos como de aplicación al presente, no

son tales.

58 . No obstante lo manifestado , se anal izan a

a partir de aquí las circunstancias que la Comisión p reten­

de continuadas, a efectos de demostrar su no pertinencia.

5 9 . Con r elación a la situación económica del

señor Cantos , valgan las aclaraciones que siguen , no con

án imo de i ngre s ar a l f ondo de l a sunto , s i n o en orden a de­

mostrar a esta Hon oi able Corte que el punto de partida de

l o que serían las aleg~das violaciones continuadas de dere­

cho por parte de la República Argentina , no es tal.
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Oesea advertir el Estado Argentino que, en

tanto la Comisión se permitió hacer una serie de observa­

ciones, todas relacionadas con el fondo de este caso, ello
•

obliga a esta parte a expedirse al respecto.

57. Previo ' a considerar, situación por situa­

ción, lo que la Honorable Comisión considera violación con­

tinuada de derechos, es del caso manifestar que los prece­

dentes por ella traídos como de aplicación al presente, no

s on t a l e s .

Así, esta Corte tiene calificada como viola­

ción continuada de derechos, el caso de la desparición for­

zada de personas. En el caso, los hechos tantas veces rese­

ñados no se asimilan a ello, siendo, en sentido contrario,
"

actos instantáneos.

No se trata, como lo señaláramos en opo r t un i ­

dad de oponer las presentes excepciones, hechos de carácter

continuo, que se desarrollan sin cambios durante un período

de tiempo más o menos largo; que después de haberse produ­

cido, con t i nú a n existiendo como tales, y no solo en sus

efectos y en sus c onsecuencias.

58. No obstante lo manifestado, se analizan a

a partir de aquí las circunstancias que la Comisión preten­

de c ontinuadas, a efectos de demostrar su no pertinencia.

59. Con relación a la situación económica del

señor Cantos, valgan las aclaraciones que siguen, no con

ánimo de ingresar al fondo del asunto, sino en orden a de­

mostrar a esta Honorable Cor t e que el punto de partida de

l o q ue serian las alegadas violaciones continuadas de dere­

cho por parte de l a República Argentina, n o es tal.
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60 . Di c e la Comisión que el Estado argentino

habría realizado citas incompletas, parciales o Lnexact.as,
en s u escrito d e e x c e pcione s prelimin ares d e l 17 d e junio

d e 1 9 99.

El l o l o a f i rma a t ravés d e observacione s que

p a recen i mputaciones a esta p a r t e d e d i s torsión cont e x tua l

con el ob jeto de induc i r a la Corte a p e nsar q ue y a para

l os hechos d e 1 97 2 e l supue sto ~grupo Cantos" se e ncont raba

e n una situa ción d e dific ultad económica .

61. Atraída por la fuerza d e las observaciones

que la Comisión efectúa en su escrito de c ontestación, des­

ea esta representación d el Estado argentino reiterar que

todas las con s t a nci a s probatorias c e l Expediente N° C-1D 9 9

e v idencian una d elicada s i t u a c ión financiera de las empre­

sas del s u puesto grupo Cantos, con caí das de v e n t a s de au­

t omo t ores, quie b ras decla r a das en alg ú n c a so , c orno e l d e la

empresa Marta I né s, y condiciones muy d ive rsas a l a s d e em­

presas d e un grupo económi co floreciente, t odo e l l o c on a n ­

terioridad a marz o del año 1 97 2.

62 . En particular, y a fin de despejar t oda

duda sobre el punto, resultará muy útil ve r todo el texto

de la solic itada q ue el señ or Ca n tos publicó e l 1 8 d e marzo

de 1 97 2, que ob r a a f ojas 1 del e xpe d i ente e nci t a , la que

indic a q ue ... la s f i rma s q ue di r ijo afrontan s erio s inc on­

v e niente s fi n ancieros , p reci samente p orque tuv imos la sufi­

ciente resp onsabilida d de a valar c on ga ran t í a s reales,

afe ctando todos nuestro s biene s, para responder a t odo

nuestro pasivo.

•
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De la misma manera, es antojadiza la pretendi­

da evasión de impuestos provinciales, l os que según Peña

alcanzarian la cifra de unos 100 millones. El optimismo del

r,,
~ . , "

r,
•,
( . ::

•

Fisco impositivo es exagerado.

Puede existir una gran cantidad de documentos
..

aparentemente en infracción a la Ley de Sellos, pero en su

totalidad esos instrumentos responden a obligaciones pren­

darias registradas y endosadas a terceros, las que actual­

mente se encuentran descontadas en l os o r ga n i s mos financie ­

r os del ramo.

~

I ., ..
t ;

r
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al Los serios inconvenientes financieros que

se verificaban para el 18 de marzo de 1 972 obedecían a que,

ya desde un tiempo anterior, existía t odo un pasivo que

había ob l i ga do a afectar con garantías reales t odos los

bienes de las empresas, y,

,,::
-',
•

¡

,
¡

64. Muy por el contrario, ello permite con-

63. Entonces, luego de la lectura integral y

completa que precede, y tal .como lo ha requerido la Comi­

sión en sU .escrito: puede válidamente seguir considerándose

que las citas efectuadas por la República Argentina de la

s olicitada en menci ón, tenían el propósito de inducir a su

lector en el sentido de que las empresas se encontraban en

dificultades e conómicas?

En otras palabras, y sea que se tome la cita

tal como ha sido transcripta por esta parte o, como lo re­

quirió la Comisión, en su totalidad, existe otra posible

lectura que la intentada por la República Argentina?

cluir que:
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b) El p ropio Ca n t o s reconocía e n esa solicita­

d a la existencia d e una g ran canti da d de d ocumentos que

habr í an e stado en i nf r a c c i ón a la Le y de Se l l os.

-
65. A este último r especto es necesario recor­

darle a la Honorable Cort e l o que e n , l a presentació n s ob r e

las excepcione s p r e l i mina r es hemos afirmado en c uanto a que

a foj a s 20 del Expediente C- I 099 Can tos agregó un informe

de prensa del 22 de j un io de 1972 - c o n s t a n c i a probatoria

que no fue a gregada por la Comisión e n su demanda a nte la

Honorable Cort e , vale a cla rarlo - e n e l que el ent onces Di ­

r e ctor General d e Rentas, Peña, e xp u so q ue e l allanamiento,

d i s pue s t o por orden judicial, había producido , precisamen­

te, l a ubicación d e documen tos por , deudas millonarias e n

l os que n o se hab ía cumpl ido c o n la Ley de Se llo s , a sí c omo

d ocument os p r e ndar i os firmados en blanc o.

66 . Tenemos , entonces, que:

al En la solic itada de Ca ntos a la que se ha

re f erido antes de a hora, él mismo r e c onoció la e x i s ten c i a

de una gran cantidad d e d ocumentos que estarían en infrac­

c i ón a l a Ley de Sel l os , y re conoció también que el enton­

c e s representante del Fisco provincial había calculado una

c ifra mi llonaria ( . .. unos 100 mi l lones ... ) como monto de la

presunta e vasión t r i b uta r i a , y que

b) en el inf orme periodístico de junio de

1972, se dio c ue n t a del incumplimiento a l a Ley de Sellos

por cifras millonarias,

cl y que, l o s d ocumentos datan, ambos , de11año,

1972 , esto es la época de l o s hechos.

Entonces, qué duda pue d e caber sobre la situa­

c ión al me nos de s p r o l i j a o irregular en q ue se encon t r a b a n

32
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las empresas allanadas en l o q ue hace a sus ob l i gacione s

frente al Fisco provincial?

y qué duda puede caber acerca de que dichas

empresas no s e encontraban en una situación e c onómica rlo­

reciente ?

•

67 . Por o t r a parte existen con s t a n c i a s docu­

mentales distintas a las ya analizadas que conducen a con­

c l u i r en el sentido expuesto precedentemente.

En e f ecto . Siempre a l ud i e ndo a l Expediente C­

1 0 99 tenemos que:

a l Co n relación a la empre sa Marta Inés S.A.

resulta de f ojas 75 0 que era c on t r a t i s t a vial entre 1970 y

1973, Y experimentó dificultades en e l pago de salarios al

personal y la Dirección d e Vialidad provincial seña l ó pro­

blemas de es a empresa anteriores a 197 2 en una ob r a adjudi­

c a d a e l 17 de diciembre de 1 969 y con fecha de terminación

el l ° de diciembre de 1971, i nclusive con embargos de ter-

ceros.

Asimismo, a f oj as 1 036/1037 la empresa s olici­

t ó, con respec t o a la ob ra Rec r eo- Es qu iú de Catamarca , que

se le autorizara a cede r el c ontrato a otra empresa c ons­

tructora el 28 de j u l io d e 1971 , es decir mucho antes de

las inspecciones impositivas de marzo de 197 2. A este pedi­

do la administración provincial aconsej ó que se autorizara

la cesión s olicitada p a r a retomar el r itmo de la obra, l o

que demuest ra que era deficiente la ejecuc ión del con t r a t o

por parte de la c e de n t e .

c ) Con relación a .la empresa CAN-ROZ SACIF re­

sulta de fojas 976 que el Estado Argentino sostuvo que te­

n i a d ec lar ada su quiebra, según demuestra la publicación

del edicto, en el me s de junio d e 1 971, con fe cha de decla-
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ración de quiebra del 11 de marzo de 1971 y la cesación de

pagos provisoria del 23 de diciembre de 1970.

d) Con relación a la empresa Miguel A. Cantos

y RUMBO S.A, resulta de Miguel Angel Cantos S.A.C.I.F: por

ser c ontinuadora de Rumbo S. A. ( f s . 1853, C-1 09 9 ), a f s ,

1 8 31 se informó que poséía deuda c on el fisco nacional por

el período 1969/1974.

e) Con relación a la empresa José María Cantos

S. R. L.; resulta de fojas 1118 y 1160 que Renault Argentina

S.A. informa que en 1968 o t r a empresa (Jos é María Cantos

S.R.L. ) era conce s iona r i a , que sus o p e r aci o ne s de c ompra­

ventas anuales fueron decreciendo hasta que se canceló su

concesión el 11 de mayo de 1972. En 1968 compró 264 unida­

des; en 1 969, 2 07; en 197 0, 74; en 1 971, 67 Y en 1972, 24

(proye ctandO' los meses de este último año en c omparación al

anterior, sigue la disminuci ón que justific ó la cancelación

de la concesión) (fs. 1118, C- 1 0 9 9 ) . Mercedes Benz Argenti­

na S.A. destacó que era concesionaria desde 1968 al 31 de

diciembre de 1972 y que mostró una disminución de ventas a

partir del primer año.

Como se v e , la situación delicada y caída en

las ventas, probablemente vinculada a la c e s a c i ón de pagos

e incumplimiento de deudas tributarias, era anterior las

inspecciones de marzo de 1972.

Todo lo expuesto exime de extenderse en comen­

tarios c onclusivos.

68. Con relación al aserto de la Comisión en

el sentido de que la documentación secuestrada fue devuelta

parcialmente caben las c on s i d e r a c i one s que siguen.

Ello p or cuanto la Comi s ión c onsidera que

... existen evidencias de que la documenta ción secuestrada
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no le fue devuelta al señor Cantos de manera integral con

los graves perjuicios que dicha arbitrariedad le han oca­

sionado desde 1972 hasta la actualidad.

situación patrimonial

y que, a partir de los

situación excelente se

la
-

excelente,

su demanda tal

era

en

Cantos

. -
Vale decir, el iter del razonamiento de la Co-

comienza justificando que

señordel

• ••
m~s~on

hechos relatados

•rl _

[.

r
~ .:

r
~ .· '•

desvaneció en lo que resulta una situación continua a nues­

tros días .

r
L

r· , ~r '

Ya ha demostrado esta parte que tal punto de '

partida -la floreciente situación económica del peticiona­

rio- no se compadece con la realidad acreditada en la cau-

sao

Corresponde entonces, desvirtuar los supuestos..
hechos que, concatenados en el tiempo constituyeron la ale-

gada violación continuada de derechos.

~

f '·.-

r' "

-
69. En nuestro escrito de • prelimi-excepclones

describió lo largo de las • • 23, apartadonares se a paglnas

10; y 2 4 , apartados 11, 12 Y 13 q ue :

r
L

r

~,,,.
•

[:

al A resultas del amparo intentado por Cantos ,

el Subdirector de Rentas acordó con el juez de esa causa

que la documentación se devolvería dejando copia autorizada

de todos y cada uno de los documentos , a cuyo efecto se

confeccionó un sello especial con el que se dejaba constan­

cia de los originales que no estaban repuestos con s ellado .

b) La devolución se r e ali z ó con i ntervención

del doctor Satuff, secretario del Juez Querzola intervi­

niente en el amparo, sin que nunca se intimase a la Direc­

ción General de Rentas o a la Gobernación por documentación

faltante .
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e ) Se obtuvieron f otocopias c ertificadas por

el secretario del Juez Que r z o la , y durante 7 u 8 días se,
e n t r ega ron d ocument os con rec i bo , l abr á nd ose a c ta sin : re-

c l amos posteriores. -

d) Las f o t ocopias c e r t i f ica d a s quedaron en po­

der de la Dirección General de Rentas y los originales se

reintegraron al señor Ca n tos , quien l os recibi ó de confor­

midad.

70 . Y t odo e l l o para afi rmar con rigor q ue la

documental secuestra da por o r d e n j ud i c i a l le fue devuelta a
•

las empresas y no existieron reclamos posteriores.

y todo ello para afirmar que la d evolución fue

cumplida a través de procedimientos que le permitieron a
.... .

Ca ntos estar en c ondiciones de determinar, de haber sido -

como l o s ostiene la Comisión- l a devolución parcial, cuáles

e r a n l os doc ume n t os fa ltantes a fin d e o b t e ne r nuevos t e s ­

timonios o prueba supletoria .

y todo ello para afirmar lo que es central en

el debate de este asunto: que Cantos nunca demostró, ni in­

tentó demostrar que existieran ob s t ácu l os para la ob t e nción

de nuevos d ocumentos sustitutivos de los e ventualmente fal­

t a n t es ; y que si había reclamado antes por l a d evol uc ión ,

desconoce la República Argentina por qué razón n o reclamó

después d e la restitución si consideró que había faltantes.

71. Si el señor Cantos n o r eclamó a posteriori

por el supuesto faltante de documentación, que por o t r a

parte nunca indicó ni individualizó, mal puede alegar su

p r opia t orpez a p a r a i nvoca r la e x i s t e n c ia de perjuicios pa ­

trimoniales que, en t odo caso y en s u e ventualidad, se

36
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habrían verificado por su negligencia y/o su descuido en la

verificación de todo cuanto le hubiere sido devuelto.

72. La Comisión afirma que los bienes docbmen­

tales secuestrados fueron devueltos parcialmente como con­

secuencia del amparo promovido.

En tal sentido sólo cita la Comisión que en la

reclamación administrativa del 23 de mayo de 1974 (ver

anexo 28 de la demanda de la Comisión) se afirmó que lo

único que se habría logrado fue la devolución de ... una pe­

queña parte de la documentación, los negocios, después de

mucho tiempo los entregaron faltando en ellos todo ...

73. Lo que viene de reseñarse exime de mayores
,~ ,

comentarios, toda vez que en ese reclamo posterior ni si-

quiera se habría especificado o enumerado cuáles eran los

documentos que no habrían sido devueltos.

74. En este escenario carece de relevancia la

tesis que ensaya la Comisión en la página 17, apartado 88,

in fine, de su escrito de contestación, en el sentido de

que los términos expuestos de la reclamación administrativa

precedentemente aludida ... fueron aceptados por el Goberna­

dor Jensen Viano cuando en el convenio de 1982 ( ... ) reco­

noció los daños y perjuicios causados al señor Cantos pre­

cisamente por la retención indefinida de los documentos se­

cuestrados.

75. Ello poco puede importar a esta altura

frente al hecho incontrastable de que nuestro mas Alto Tri­

bunal sentenció que el convenio de 1982 fue absolutamente

37

•

I

t
••



,
, "' .

'1

r•, "o. . ",'

l '
",,,

,,.

,
- :

OC Ü-f 0. f
.l.U.L ,

n ingún pasaje de e s e conve n io podria ser

Comisión .

n ulo. Por e nde ,

uti lizado po r la

. -7 6. Vale a qul recordar a la Corte q ue el c on -

v enio en c i t a fue declarado desprovisto de t oda eficacia en

la sentencia de l a Cor t e Suprema del 3 de septiembre de

1996 cuando s e d ij o a s u res p ecto q ue : resulta c a r e n t e de

e f i c a cia el do c umento del 15 de Juli o de 1982 e inoponibl e,
¡

a l a provincia demandada. Ningún e fecto p udo tener s obre l a

prescripción op e r a d a por l o que , habida cuenta de l a natu­

raleza ext racon t r act ua l que e l propio a ctor r e c ono c e al a c­

c ionar de l os func iona r ios provincia les , corresponde tener

p o r largame nte c ump l ido , a l t i e mp o d e iniciarse la demanda,

el plazo del artículo 403 7 del Código Ci v i l .
"'

77 . Por o t r a parte r e s al t a l a Comisión en l a

pági na 17, apartado 8 9 , de su escri to de contestación q ue

l a propia dema nda d e Ca n t os a nte la Cor t e Supr e ma d e Justi ­

cia de la Naci ón a s eve r ó q ue a l 4 de j ulio de 1 98 6 (fecha

de su interposición) no se había efectuado la devol ución de

la d ocumentación secue s t rada .

78. Cabe a p un t a r a l r e s pecto que l o expuesto

e n últ i mo t érmino s e e nde reza a concretar la i ntención de

l a Comis ión a fin de acreditar que en la espec ie s e habr ía

c o n f igurado una violación con t i nu a d a a l os efectos de la

p r o c e d enc ia de, la jurisdicci ó n de l a Co r t e ratione tempo­

ri s, qu e h a sido s ólid amente c ues t ionad a por el Estado a r ­

gentino .
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79 . En l a página 1 8 , apartado 94 , de s u escri ­

t o l a Comi s ión apunta que l a s declaraciones del e ntonces
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Gobernador Jensen Viano son utilizadas por la República Ar­

gentina como una ... excusa ... para brindar un aporte acla­

ratorio de los hechos de marzo de 1972 y, al respecto, aco­

ta que al momento de valorar dicho testimonio la Honorable

Corte debe tener en cuenta que del material probatorio

acompañado en la demanda de la Comisión (los anexos 28 y 28

A) ••• se desprende con toda claridad que fue justamente

Carlos Alberto Jensen Viano quien promovió no sólo las ar­

bitrariedades que dieron origen al presente caso, sino las

sistemáticas persecuciones ... llevadas a cabo por agentes

del Estado contra el señor Cantos.

80. El Estado argentino simplemente desea con­

testar que, .. cuando el testimonio de Jensen Viano de fojas

237 del expediente C-I099 puede ser considerado una pieza

probatoria útil para aclarar cómo se hizo realmente la de­

volución de la documentación secuestrada, entonces la Comi­

sión enfatiza que no debe ser apreciado en razón de que su

autor sería el causante originario de los padecimientos que

alega haber sufrido el señor Cantos.

En cambio, cuando la Comisión invoca la vali­

dez del convenio suscripto por Jensen Viano en el año 1982,

entonces lo presenta como un funcionario competente para

obligar al Estado argentino en punto al reconocimiento de

responsabilidad por los perjuicios patrimoniales eventual­

mente irrogados.

81. Se observa en otro orden que en la página

19, apartado 98, de su escrito la Comisión vuelve a refe­

rirse al testimonio de Aristóbulo A. Rojas para afirmar que

constituiría una prueba más de que la entrega de los docu­

mentos fue parcial y que el Estado citó su declaración en

39
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forma incompleta para obviar el hecho de que los documentos

se habrian retirado ... sin ningún tipo de inventario (ver

anexo 28 de la demanda de la Comisión) .

Lo único que cabe replicar a lo dicho por la

Comisión es que, en cambio, de la exposición de Carlos Jen­

sen Viano en el expediente administrativo del Ministerio

del Interior N° 295.100/87 obrante a fojas 237 .del expe­

diente C-I099 ante la Corte Suprema surge lo contrario, es­

to es precisamente que, cuando la documentación fue exami­

nada por personal de la Dirección General de Rentas se la­

bró inventario.

82. Para cerrar esta cuestión, entonces, la

República Argentina asevera que existen suficientes eviden-
,

cias de que la documentación secuestrada le fue devuelta a

Cantos; y, lo que es más importante en todo esto, que si el

señor Cantos no procedió a realizar las gestiones que fue­

ren menester con relación a documentación que considerase

faltante, entonces los perjuicios resultantes de tal proce­

der bajo ningún punto de vista pueden ser imputados a nadie

que no sea él mismo o sus representantes legales.

Tampoco acreditó haber hecho nada para obtener

copias de la documentación, lo que era absolutamente facti­

ble.

83. La Comisión expone a partir del punto c )

de la página 19 de su escrito de contestación una serie de

observaciones relativas al contenido patrimonial de los tí­

tulos valores que, sin respaldo probatorio alguno asevera

le habrían sido secuestrados al señor Cantos.

•
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vedada en tanto comp orta una arista de la cuestión del f on­

do,' no le queda a esta representación o t r a alternativa que

señalar lo que sigue, en tanto el punto ha sido introducido

por la Comisión.

Tod o l o q ue sigue tiene la intención, por par­

te de el Estado argentino, de presentár "a la Honorable Cor­

te un argumento que c o n t r ov i e r t a la alegada existencia de

violación c ontinuada de derechos. Tal c ontinuidad, tampoco

puede hacerse v a l e r con relación a l os s upuestos titulas

valores que el señor Cantos alega habrian sido sustraidos.

Antes bien, esta representación demostrará que

ningún daño pudo producir la eventual sustracción de tales ,

d ocumentos. "Y, menos aún un daño que persista en el tiempo,

c omo lo s ostiene la Comisión .

85. Recordemos entonces que en el escrito de

excepciones preliminares el Estado argentino ob s e r vó q ue la

pretendida v i o l a c i ó n de documentos no supone una pérdida

patrimonial directa de bienes o de empresas, sino solamente

de acreditación instrumental de relaciones o situaciones

j u r i d icas d o cumentadas. Además, a mayor imp ortancia de l os

documentos (de que h abria sido privado Cantos), mayor es la

posibilidad de obtener segundos testimonios o prueba suple­

t oria de aquellos. La publicidad de instrumentos públicos,

la registración de c o n t r a t o s y docume ntos notariales, asi

como de c ontratos prendarios, impide equiparar la privación

documental a la del derecho instrumentado. No se trata en­

t onces de una situación que subsista en el tiempo, como es

del caso con la desaparición f orzada de p e r s o n a s que s olo

se resuelve con la localización de la persona, s ino de ac-
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tos que han producido efectos

el propio ob r a r del afecta d o.
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acotados temporalmente según
•,

,.,

·..,

·.

r¡
r, ...- - '

•

86 . Frente a ello la Comi s ión replicó que los

funci onarios de la Dirección General de Rentas de la Pro­

v i n c i a de Santiago del Estero no s ólo secuestraron la tota­

lidad de do cumentos contables, libros, y registros de co­

mercio, sino numerosos títulos valores y acciones mercanti­

les .

87 . Ahora bien, antes de ing resar al sucint o

análisis que sigue, cabe preguntarse ante la Honorable Co r ­

t e : ¿la sustracción de los nume rosos (e n palabras de la Co­

misión) títulos v a l o r e s y a cciones mercantiles puede c onsi­

derarse lisa y llanamente acreditada s ólo por sus dichos ?

Los títulos valores tienen incorporado un de­

recho patrimonial y por es o se pueden ·de f i n i r c omo "aque­

llos documentos necesarios para ejercitar el derecho lite­

ral y autónomo que en ellos se menciona". Los mismqs pueden

dar derecho al pago de una cantidad de dinero, a recibir la
'.

prestación de un servicio o que atribuyen la calidad de so-

cio, corno una acción de una c ompañía. Por su forma pueden

ser n ominativos (para un persona determinada), a la orden

(a favor de una persona indeterminada). Estos últimos son

autónomos, es decir, que el poseedor de un título valor

ejerce su derecho como si fuera originario, nacido en él

por primera v e z .
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88. Más allá de la legítima

hemos vuelto a atender a las constancias

pueden surgir del expediente N° C-I099.
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y encontramos en primer término que según el

t estimonio de Carlos Jensen Viano en el expediente adminis­

trativo del Ministeri o del I n t e r ior N° 295 . 10 0/8 7 ob r a n t e a

fojas 2 37 del expediente C-l099 ante la Corte Suprema surge

que no se procedió al secuestro de títulos de acciones. ,
,
,

As i mismo , s'í, se cote j a toda l a demanda int er-

puesta por e l s e ñor Cantos ante la Corte Suprema de Justi ­

cia (es el anexo 19 de l a demanda de la Comisión) se ad­

vie r t e que de ella n o se desprende la denuncia de secuestro

de titulos v a lor e s y acciones .

89 . Se hace notar que pese a que se invoca la

desapar i ció n de che q ue s y t í tul os valore s, ni e l Sr . Canto s

ni las s ociedades que supuestamente fue r on desapoderadas
"iniciaron el proceso de cancelación de títulos que preveía

y prevé l a l e g i sla c i ón c ambi a r i a y c omercial a rgentina.

A tales efectos , s e pon e en con ocimiento de esta

Honorable Corte que e l artículo 89 y siguientes del Decreto

Ley 5965 /63 , e s t a b l e c e que en caso de pérdida , s u s tra c ció n

o dest r u cción de un let ra de c ambi o , un pa g a ré o un che que,

el portador t i e n e a sus disposición un procedimiento que

requiere una denuncia a n t e el juez del lugar y u na publica­

c ión por 15 días , plazo luego del cua l , no mediando legal

op os i c ión de terceros , el que inicia l a acc i ón de cancela ­

c iónpuede exigir s u pago u o b t e ne r un duplicado.

90 . A s u ve z , pa ra el caso de las a c c iones ,

según los artículos 7 4 6 y siguiente de l Código de Come r c i o ,

quien haya s i d o desposeído por r obo , a bu s o de con f i a n za ,

estafa , p érdida o inutilización , p odrá f ormalizar denunc ia

a nte o f ici na pública, empresa emisora o escribano público ,

según s e a e l monto , a l os fines de act ivar un procedi miento

•
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de notificación y publicidad tendiente a privar de efectos

a los títulos referidos.
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91. A partir del punto d ) en la página 20 de

s u escrito de contestación la Comisión . refiere a lo que

ella juzga como la procedencia de las reclamaciones admi­

nistratívas previas a la etapa jurisdiccional.

92. Cabe aquí recordar lo expuesto sobre este

tema en el escrito de excepciones preliminares, donde se

dijo para fundar lo improcedente e inoficioso de las recla­

maciones administrativas de 1973 y 1974 que:

a) La administración, tanto en el orden pro­

vincial como nacional, se encuentra impedida de poder reco­

nocer dafios 'y perjuicios originados en responsabilidad ex­

tracontractual en sede administrativa, justamente para evi­

tar actos discrecionales del poder administrador, dejando

expedita la acción judicial.

b) En el orden nacional, el Decreto N° 28.211

de 1944, declara queH ... el Poder Ejecutivo no admitirá por

vía de gestión administrativa la responsabilidad del Esta­

d o en las reclamaciones por dafios y perjuicios ... H.

clEl artículo 32 inc. d ) de la Ley Nacional de

Procedimientos Administrativos N° 19.549 /72 prescinde del

reclamo administrativo previo para demandar el resarcimien­

to de dafios y perjuicios.

93. Ahora bien, debe recordarse específicamen­

te que, en igual orden de ideas, el Estado argentino en su

escrito de excepciones citó el artículo 4° de la Constitu­

ción de la Provincia de Santiago del Estero que establece

44
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el principio de la reclamación administrativa previa, que

se c onsidera denegada a l os seis meses de interpuesta.

Al respecto se apuntó adi cionalmente que, más

allá de que hayan efectivamente existido, esas reclamacio­

nes administrativas no eran procedentes; y que de haberse

interpuesto se debieron 'tener por denegadas a los seis me­

ses.

45
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• •mora, cosa que no ocurrlO.

Todo lo cual lleva a pensar que, de haber con­

siderado el reclamante que se estaba ve rificando tal dene­

ga t o r i a debió habe r intimado j udicialmente a l a Administra­

ción a pronunciarse mediante el procedimiento de amparo por

94. Este razonamiento del Estado argentino es

c ontestado por la Comisión en el punto 106 de la página 20

argumentando que si hubiera operado la denegación tácita a

los seis mese s de interpuestas las r e c l ama c i one s adminis­

trativas, l os efectos negativos del silencio de la adminis­

tración perduraron en el tiempo aún con posterioridad a la

entrada en vigor de la Convención en la Argentina, consti­

tuyendo en sí mismos una violación continua de denegación

de justicia.

95 . Tal argumentación n o resiste el menor aná­

lisis y exime de comentarios innecesarios. Nuevamente, has­

ta en este eventualísimo supuesto de un hipotético silencio

de la administración ante reclamaciones administrativas que

nunca fueron debidamente acreditadas encuentra con llamati­

va habilidad lo que tanto le interesa presentar a la Corte:

una nueva víolación consis tent e en u na hipotética denega­

c i ón de justicia, una nueva oportunidad pa r a seguir s oste­

niendo en vano el concepto violación continuada que, como
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queda plenamente esclarecido en esta presentación, nunca

existió en el caso del señor Cantos.

96. En el caso, no hubo retardo imputable al

Estado y Cantos tuvo una sentencia justa y regular.

En l o atinente a l os reclamos internos fue la

propia decisión de Ca ntos iniciar reclamaciones administra­

tivas inoficiosas, que a todas luces y desde todo punto de

vista carecen d e efecto interruptivo de la prescripción,

para luego iniciar extemporáneamente el juicio ante l a Cor­

te Suprema argentina.

En l o que c oncierne al retardo imputado al Es­

tado en la causa ante la Corte nótese que Cantos planteó

numerosos incidentes que extendieron l os plazos y que, ade­

más, no impulsó el juicio de c obro de pesos por aproxim~da­

mente cinco años .

Surge del expediente C 1099, acompañado como

prueba de l a demanda da q ue se trató en la especie de una

causa comp le j a , e n la c ua l , l a p rop i a modal ida d de d e f e n s a

desarr ollada p or el reclamante, involucró un despliegue de

medios probatorios imposible de diligenciar en breve tiem­

po, c ontribuyendo decisivamente a prolongarla y a provocar

el efecto que hoy reprocha. Esta circunstancia determina,

referible a Cantos el principio procesal que torna ininvo­

cables los agravios derivados de la propia conducta discre­

c ional de quien los formula.

Baste con subrayar, que la causa involucró un

volumen material de doce cuerpos de actuaciones principales

que la Honorable Corte tiene a la vista y más de seis cuer­

p os cor r e s pondi e n t e s a incidentes tramitados por c ue r d a s e ­

parada (incidente de beneficio de litigar sin gastos, que a

la sazón, fue rechazado; de recusación de perito; de recu-
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saci ón d e magistrado; - p r omo v i d os por el a ctor- y de inido­

neidad , de testigo y c obro d e tasa de justicia , va l ga acla ­

rar que a rroja una mil l onaria suma nunca ob l a da por Cantos ,

promovidos por las contrarias o p or actuaciones del Tribu­

na l) .
•

97 . En otro orden , a l o l a r go de los puntos

107 a 110 de la página 2 1 de su escrito de contestación l a

Comisión vu e lve a uno d e sus planteos recurrentes , cual es

que el c onveni o de 1 98 2 c on s t i t u i r í a una a ceptación de res­

ponsabilidad por los daños y perjuici os oc a s i on a d os por

agentes provinciales en el ejercicio de f unciones propias

de s u carg o .

Es t o sí que impl ica a b r ir de mod o e x t remo el

debate sobré un aspecto f u nd ame n tal del fondo de es te caso

y a sí debe considerarlo la Honorable Co r te .

98 . No obstante , porque el Estado

con f í a en l a r obus tez de sus argumentac iones

punto se p e r mi te re cordar aquí l o siguiente:

a ) El convenio celebrado e l 15 de Julio de

1 982 señala que se firmó c on e l entonces gobernador de San­

tiago de l Estero , el Dr . Jen s e n Vi a no , cua ndo n o e ra a sí

t oda ve z que e l Decreto del 15 de Julio de 1 982, había e n ­

cargado l a atenci ón del Poder Ej e c u t i vo p rovincial a l Dr.

Canti z ano , por t ener que aus ent a r se de la provincia el en­

tonces titular .

Expre s a a s i mismo que s e f irma e n la ciud ad c a ­

p i t a l de San t iago del Es t e r o cuando e l propio Ca ntos confe-
•

s ó habe r l o s u s c r i p t o en la c onfitería "el Reloj" , e n la

c i uda d de Buen os Ai res .
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También indica que lo firma el señor Cantos

"por derecho propio y en el de sus empresas" sin acreditar

la supuesta titularidad o representación de las s ociedades

ni ' su capacidad y oponiéndose a su con f e s ión d onde recono-
,

ció que c a d a . empresa tenía s u directorio y su gerente .

b) En el apartado denominado compromiso de pa­

go, se autoriza un pago ilícito e inmoral ya que el señor

Cantos se compromete siempre y cuando se cumpla el presente

Con v enio a n o hacer reclamo al gun o, ni den unciar al Dr.

J e n s en Vi ano , para n o afec tarl o como goberna dor de la pxo­

vincia de Santiago del Estero, por l os atropellos cometidos

por la p olicía, Justi cia y Dirección General de Rentas de

la Provincia . Se compromete económicamente a l a provincia

para preseryar una situación personal, siendo el punto con­

trario a la finalidad del a cto administrativo. La finalidad

p r i vad a , a demás se e ncuadra en l os actos de objeto prohibi ­

d o p or ilícito y con t ra r io a las buenas cos t umb r e s .

c) El supuesto refrendo del ministro Cantiza­

no, reproduce el c onvenio anterior supuestamente f irmado

por Jense Viano , por l o que presenta los mismos reparos. El

refrendo es la autorización de un despacho u o tro documento

po r persona hábil , y la firma puesta en los Decretos del

Poder Ejecutiv o por sus ministros para c ompletar la v a l i ­

dez , sin que s e a vál i do hacerlo por separado para intentar

dar e f i c a c i a iutrínseca al a cto que no l a tiene.

d) El convenio contiene los siguientes vicios

el orden provincial , al no cumpl i r c on lo dispuesto en el

Decreto 877/ 8 0 que exigía autorización del Ministro del in­

terior para comp rome t e r gastos , l o que n o se c ump l i ó ; v i o ló

l a l e y de presupuestos y a que n o había partidas para afron­

tar e supuesto compromiso; vulneró la l ey de contabilidad
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provincial 3742 Y contradijo la ley de procedimientos admi­

nistrativos santiagueña 2297.

tanto elsustancial,vista

99. De modo, entonces que desde
•converia,o como su

el purrto de

refrendo son
r-- nulos det•
".'•• desde la

r
l

nulidad absoluta por contener objeto prohibido y,

óptica del Derecho Administrativo, por no contar

con los requisitos esenciales del acto administrativo, to­

dos los cuales faltan en dicho acuerdo.

r
L. 100. Aunque resulta • •l.nnecesarl.O, la República
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remite aquí a los conceptos vertidos por la Corte Suprema

de Justicia de la Nación para fallar la nulidad del conve­

nio de 1982.

Tal resolución del más Alto Tribunal de la Re­

pública Argentina resulta inobjetab1e.

La nulidad de los actos puede y debe ser de­

clarada por el Poder Judicial, aun sin petición de parte,

cuando es manifiesta en el acto. La Corte Suprema, como

instancia originaria, dictó un pronunciamiento conforme a

derecho y observando todas las garantías. Ello en un proce­

so que se extendió en el tiempo por las razones tantas ve­

ces apuntadas por esta representación de la República Ar-

gentina .

Es de destacar, asimismo, que durante el tra­

mite del expediente C-l099 el Poder Judicial pudo decretar

de oficio la caducidad de instancia conforme a la legisla­

ción vigente del referido expediente. Pero no hizo uso de

esa potestad para posibilitar la finalización normal del

proceso, comprendiendo el estudio de todas las cuestiones

planteadas por el Cantos.
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Entonces, no se comp rende por q ué v í a intenta

Ca ntos c o n ve r t i r la c a u s a en referen cia e n un s up ue sto de

denagatoria de justicia.

La Cor te Supr e ma dictó una s e n tenci a luego de

e xaminar las vol umi nosa s cons t a nc i a s docume ntal e s que ya se

han señalado. '

Más parece, entonces, que l o que en la especie

se verifica es un descontento del denunciante c on el deci­

s orio arribado, presentado b a jo el rop a je de denegación de

j ustici a . Tal inconsiste ncia c on l a r ealidad de los hechos

no puede ser cons i d e rad a por esta Honorable Co r t e , como una

v i o lac ión a derechos fundamentales.

Menos comprende e sta representación estatal de

d ónde puede v á l i dame n t e a r t icu l a r s e una v i olación c ontinua­

da d e dere c hos como l o pre t e nde l a Ho norable Comi s ión .

101. En el a pa r t a do e l d e l a página 2 1 de su

e scrito, bajo el t i t u lo El reconocimiento de la responsabi ­

lida d de l Esta do p or pa r te d e l Gober nador provincial en el

conve n io la Comi sión refie re u na ve z más a l conve n io del 1 5

d e j u l i o de 1 982 con el único y evi dente obj etivo d e p r e ­

sen ta r lo como l a resultante de una serie conca t e na da de ac­

t os que partirían de los hechos de marzo de 1972 y que, por

su instrumentación, encontrarían un ve h ículo útil para lle­

ga r a la ale gad a denegación d e j us t icia q ue denuncia hasta

e l pres ente.

La presentación demuestra c abalmente la fina­

lidad argumentativa de la Comisión: una vez más insistir e n

l a exis tencia d e una violación c ontinuada en el c a s o del

s eñor Can tos .
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A este respe c t o no cabe sino reiterar l o antes

e xpue s to acerc a de la a bso luta nulidad dec la r ada del conv e ­

n io en cu e st ión .
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1. La excepción ratione temporis ha sido per­

tinentemente op ue s t a por el Estado Argentino.

A un tribunal con las c a r act e r í s t i c a s de la

Co r t e Interamericana de Derechos Humanos n o se le ha asig­

nado convencionalmente jurisdicción retroactiva para cono­

cer de hechos ocurridos e n un momento anterior a la fecha

de la entrada en vigor del tratado que la crea respecto de

un estado parte, menos a ún c omo se pretende en la demanda,

a un momen t o en que la Conve n c ión Ameri cana s obre Derechos

Humanos n o había entrado en vigor en general ni había sido

firmada por la Argentina. La exigencia general de s i mu l t a ­

neidad en el tiempo entre la realización del hecho interna­

c iona l me nte ilícito del Es tado y la vigencia para é s t e de

la o b l iga c ión e n c uestión s e da t a mbi é n · en el de recho

ap l ica ble por l a Honorable Corte . !

La Decl aración Ame r i c a na de Der e c hos humanos,

por tanto, no puede f undar la c ompetencia material d e esta

Ho norable Corte , n i se r f uent e de ob l igaci on e s para el Es­

tado argentino, que comp romet a n su respons a bilidad interna­

c ion a l.

1.1. Esta par te c on s i d e r a que no existe un

hecho independiente ni aut ónomo generador de responsabili­

dad para el Estado argentin o c on p osterioridad al 5 de sep­

tiembre de 1 984.
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1. 2. Tampo c o se con s idera q ue e l p r e sente c aso

r eúna las e s pecia l e s cond icione s de un c a s o de violación

c o n t i n u a d a de derechos. Ello ha sido d e s v i r t ua d o c o n espe­

c ial cue s tionamiento a cada situación tra ída p or la' Comi­

s ión a conoc i mi e n to de l a Honorable Cor t e.

2 . La excepción ratinone persona e h a s i d o

oport una y pro c e d e nteme n t e int e rpue s t a.

2 .1 . La op o r t u n i d a d de l a i n terp os i ción t i e ­

n e deb i do asid e r o e n :

a ) l a c l a ra letra d el reglament o de l a Cor t e Interame­

r i cana de De rec ho s Humanos.

b ) la impertinencia d e un estoppel relevante atento

que estand o fijado un d e termi n a d o y preciso plazo pa r a
"

e j e r cer un dere c ho , la Comisión no debió n i pudo presumi r

una ren unci a al r e specto.

e) Además , s e hac e notar que de l a s c ircun s t a nc i a s d e l

trámite ant e l a Comis i ón , y , e n par t icular del rechazo al

trámi te de s olución amis tosa no p u e de inf erirse un acto o

h e c h o propi o q ue s i rva de antecedent e a l a doct r i na antedi­

cha .

d ) Al respecto, t ambi én se ha demost rado la evidente

inaplicabilidad de las decisiones en las que la Comisión

pretende fundar la preclusi6n del derecho de esta parte a

opone r excepciones con a rregl o a l o e xplícitamente estable -
•

c i do e n e l Reg lamen to . 1

e) Es t o ú l t i mo , c on sustent o e n l a circuns t a nci a d e

q ue , e n su c aso, l a c onstr ucción e n qu e s e basa l a Comisión

s e aplica con relación a e x c e pciones de índole renunciable,

como las de a gotamient o d e. r e c urs os interno s pero n o en r e­

l a ción a excepciones como la ra tione personae, c uyo tenor

•
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a fecta l os alcances y objetivos del s istema I n teramer icano ,

y , c o n s e c ue n t eme n t e , la jurisdicción de l Tribuna l .

f ) Es que , inc l u s o aunque la República Argentina

hubiera omi t i d o denunciar la existencia de un reclamo que

a parece como perteneciente a persona s jurídicas , o q ue

hubier e consen t ido un reclamo por u na pe r sona jurídic a , la

Corte , en protección de l mandato de l o s países miembros , d e

l a finalidad del sistema y de su propia incumbencia, debi­

era desatende r rec lamos provenientes de sujetos ajenos a la
>

!ó r b i t a d e protección del sistema .

g ) Queda claro, entonces , que dados l os extremos rese ­

ñados , y la potestad de la Corte para fijar su propia i n­

c umbe n c ia, no s ó l o es opo r t u na la defen s a de e s t a parte ,

sino inclus ive sobreabundante , a l a l u z del deber de esta
,

Honorable Corte de hacerla va l e r de oficio .

2 . 2 En c ua n t o a l a procedencia de l a excep­

ción expuesta , o si se quiere en cuanto a incumbencia y ju­

r isdicción del Tribunal con arreglo a ' l a normativa aplica­

ble , la c ual , c omo se di j o, es de releva ncia obl i gatoria ,

aún en el supuesto de que n o se hubiera opuesto debe tener­

se presente que:

a) De l a p r op i a d ocumental, y pese a l os giros y termi­

no logía s empleados , surge que los a n t ece d e n t e s del juicio

ante la Corte Suprema de Justicia , tienen c omo l egitimados

a cierta persona jurídica .

b) Es d octri n a pacífi ca en el d e r e c ho local y e n e l de ­

recho i n t erna c i ona l q ue las personas jurídicas son sujetos

de derecho distintos de sus miembros , máxime tratándose de

s ociedades a n ónimas y d e r esponsabilidad l i mi t a da.

c) Sin perjui cio de l o dicho , que p r e s ume , al sólo efec­

t o argumentativo cierta participación accionaria del peti -
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cionario, ni en estas actuaciones, ni en las que en su mo­

mento s e ventilaran por ante l a Corte Suprema el peticio­

nante a creditó mínimamente la realidad y extensión de su
-propiedad.

d ) Es que, en realidad , los derechos que e n su caso ,

habríansído v u l ne r a dos , según surge d e la acción de ampa­

r o, del reclamo administrativ o y del e s candalos o c onvenio ,

afectarían el patrimonio de sociedades mercantiles y no del

peticionario; sociedades comerciales q ue eran las t itulares

de la d ocumentación que se alega s e cuestrada.

e l Lo c i e rto e indubitable es q ue los d e r e c hos q ue ale­

ga, con arreglo a la propia fuente que invoca, s on derechos

que en su caso debieron haber s ido ejercidos por personas

jurídicas, tal corno la Corte Suprema de Justicia de la Na-
, ,

ción Arge ntina a dvi e rt e .

f ) Es que por más que s e admita, por hipótesis, que el

Señor Cantos fui quien agotó las vías i n t e r na s , ello no im.,.

plica que su reclamo haya s i do c o r r ect a me n t e deducido, que

l a presentación le h aya legitimado por el sólo h e c ho de así

haberlo manifestado. La falta de l egitimación del señor

Cantos es manifiesta.

3. Lo expuesto precedenteme nte en cuanto a

la procedencia de ambas e xce p c i o ne s ob l i g a a concl u i r en

que, a mérito de l o dicho , l a Honorable Corte carece de

competencia para entender en el presente caso .

En este s entido , es intención y deber de es­

ta representación estatal col a bor a r con esa Honorable Corte

a efectos de impedir q ue se soslayen los de licados límites

subjetivos de su j u ris d i c c i ón .

, Evitar que mediante la interposición de re­

c l amos p or parte de p e r sona s físicas, se e ncubran peticio-
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nes de personas jurídicas , habilitando la incursión de és­

tas últimas en el sistema interamericano protector de dere­

chos humanos .
-Lo dicho , porque este Gobierno desea enfati -

zar a esa Honorable Corte que , en lo que a su alcance se

encuentre, colaborará con ella no cons intiendo que l a s loa ­

bles funciones del sistema de protección interamericano

puedan ser desvirtuadas amparando una interposición subje­

tiva irregular , ajena al sistema .

Finalmente, preocupa fundamentalmente a esta

representación estatal, preocupación que así se desea com­

partir con esa Honorable Corte que, de hacerse lugar a los

reclamos planteados por e l aquí peticionario , inadvirtiendo

que en realidad constituyen perjuicios de personas jurídi­

cas, se inaugure una peligrosa puerta de entrada a intere­

s es me r a men t e económicos en un sistema de v ocación humanis ­

ta , p oniendo en c r i s i s c onsecuentemente , t odas y c a da una

de sus premisas, que fueron los antecedentes que fundaron

la adhesi ón de los estados partes, y en particular, de la

Repúbl ica Argentina.

VI
PETITORIO

La República Argentina solicita a la Honorable Corte Inter­

americana de Derechos Humanos:

Que resuelva sobre las excepciones oportuna­

mente deducidas, c omo de previo pronunciamiento, declarando

la falta de jurisdic ci ón y 'rechazando la demanda.
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